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MAGISTRADA: PIEDAD CECILIA VÉLEZ GAVIRIA 
“Al servicio de la justicia 

y de la paz social” 

 

 

A - 106 

Procedimiento: Liquidación sociedad mercantil de hecho 

Demandante: Juan Uribe Sierra 

Demandados: Oscar Alberto Ruíz Uribe 

Radicado Único Nacional: 05001 31 03 004 2014 00973 04 

Procedencia: Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Medellín.  

Decisión: Revoca auto apelado. 

 

Medellín, veintisiete (27) de septiembre de dos mil veintitrés (2023) 

 

Procede la suscrita Magistrada a resolver el recurso de apelación interpuesto 

por la parte demandante, en subsidio al de reposición, contra el auto proferido 

el 10 de marzo del 2023, y que fue repartido a este despacho el día 12 de 

mayo de la misma anualidad, por medio del cual se terminó el presente 

proceso por sustracción de materia. 

 

ANTECEDENTES. 

 

El mandatario judicial de la parte demandada, previa mención de algunas 

actuaciones adelantadas al interior del proceso, solicitó «DECLARAR 

TERMINADO el proceso de liquidación de sociedad comercial de hecho 

constituida entre los señores JUAN URIBE SIERRA y OSCAR ALBERTO RUIZ 

URIBE, por SUSTRACCIÓN DE MATERIA…porque los bienes relacionados en 

la demanda, locales 233, 234, 235, 236, 237 y 238 del sector tres (3) de la 

plaza Minorista de Medellín, no son propiedad de dicha sociedad y no se 

relacionaron otros bienes como propiedad de esta». Lo anterior, además, 
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porque de respetarse las reglas sobre la congruencia de la sentencia «No 

podrá condenarse al demandado por cantidad superior o por objeto distinto 

del pretendido en la demanda ni por causa diferente a la invocada en esta» 

(pdf.40). 

 

El juzgado negó dicho pedimento mediante auto del 25 de octubre de 2022 

(pdf.44), al estimar que «en el presente trámite de liquidar dicha sociedad, se 

ha clarificado una y otra vez que por no ser los locales comerciales pluricitados 

de propiedad de la sociedad de hecho en liquidación, no hacen parte de la 

masa a conformar con el inventario de los bienes requerido hasta la saciedad 

a la liquidadora, razón por la cual se negará la petición elevada por el 

procurador del demandado». En consecuencia, se requirió a la liquidadora 

actuante allegar el inventario correspondiente.  

 

La parte demandante, en desacuerdo con la esbozada decisión, interpuso los 

recursos de reposición y, en subsidio, apelación, argumentando que «En el 

estado actual del proceso, NO EXISTE NINGUNA DISCUSIÓN, después de todo 

lo que sucedió para llegar al punto de que se aceptara esa verdad, esto es, 

que los locales comerciales relacionados por la parte demandante como 

activo, en la solicitud del trámite de liquidación de la sociedad comercial de 

hecho…NO SON PROPIEDAD Y POR TANTO NO HACEN PARTE DEL ACTIVO 

DE LA CITADA SOCIEDAD. SE DISCUTE ENTONCES: Si en la demanda por 

medio de la cual se promueve el proceso de liquidación de la sociedad 

comercial de hecho, en el Hecho SEXTO dice: “Los bienes de la sociedad están 

representados en los locales 233, 234, 236, 237 y 238 ubicados en el sector 

Tres de la Plaza Minorista de Medellín” y esos locales no son propiedad de la 

sociedad de hecho, ¿CUÁLES SON LOS BIENES A INVENTARIAR? Se repite la 

demanda no relaciona otros bienes. Luego, no existen bienes para 

inventariaron…SIMPLEMENTE, LA DEMANDA LOS ÚNICOS BIENES QUE 

RELACIONÓ PARA LIQUIDAR FUERON ESOS LOCALES COMERCIALES. LA 

REALIDAD ES QUE NO EXISTEN BIENES PARA LIQUIDAR. El auto impugnado, 

no se refiere ni de manera positiva o en forma negativa, a existencia de otros 

bienes. Por más esfuerzo que se haga, NO EXISTEN BIENES PARA LIQUIDAR» 

(pdf.45). 
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Por auto del 10 de marzo de 2023, el juzgado resolvió el recurso horizontal y 

accedió a la terminación del proceso, luego de considerar que «Revisadas las 

etapas surtidas en el proceso, da cuenta el Despacho que la existencia de la  

sociedad de hecho fue declarada con base en la explotación económica de los 

locales comerciales de la Plaza Minorista de Medellín, por lo que el inventario 

de bienes y pasivos debe corresponder a los que conforman los activos de 

dichos locales y sus obligaciones. La actividad económica de la sociedad de 

hecho consistía en la adquisición y posterior venta de bienes perecederos en 

cinco (5) locales de la Plaza Minorista. Expone en [sic] demandado que los 

locales 233, 234, 235, 236, 237 y 238, ubicados en el sector 3 de la Plaza 

Minorista de Medellín, fueron entregados y a la fecha no están siendo 

explotados por dicho demandado. Teniendo en cuenta que el inventario de 

bienes debía versar sobre los activos que se encontraban en los locales, se 

evidencia una imposibilidad de continuar con el trámite del proceso 

liquidatorio por la desaparición de los supuestos que sustentaban la acción, 

máxime cuando los bienes a inventariar eran los perecederos que allí se 

comerciaban. En ese orden de ideas, se dispondrá la terminación del presente 

trámite liquidatorio por sustracción de materia. De otro lado, se ordenará 

levantar la medida de protección de la prohibición de negociación de cualquier 

tipo, oneroso o gratuito de los establecimientos de comercio o negocios que 

operan en los locales 233, 234, 235, 236, 237 y 238, ubicados en el sector 3 

de la Plaza Minorista de Medellín» (pdf.50). 

 

LA IMPUGNACIÓN. 

 

Oportunamente la apoderada del demandante cuestionó por vía de reposición 

y, subsidiariamente, apelación, lo decidido por el a quo, enunciando que la 

providencia censurada carece de motivación, sustento racional y 

argumentativo, comoquiera que el juzgado se limitó a indicar: «Expone en 

[sic] demandado que los locales 233, 234, 235, 236, 237 y 238, ubicados en 

el sector 3 de la Plaza Minorista de Medellín, fueron entregados y a la fecha 

no están siendo explotados por dicho demandado», afirmación que se apoya 

en circunstancias desconocidas para el proceso, pues no se sabe «A quien se 

hizo “entrega” de los locales 233,234,235,236,237 y 238, ¿ubicados en el 

sector 3 de la plaza minorista de Medellín? A que título se hizo “entrega” de 

los locales 233,234,235,236,237 y 238, ¿ubicados en el sector 3 de la plaza 

minorista de Medellín? Acaso, con esa “entrega”, se pasó por alto la medida 
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provisional que el Despacho decretó, dentro del presente proceso, consistente 

en la prohibición de negociar a “cualquier título oneroso o gratuito” los locales 

comerciales y los negocios que operan dentro de los mismos? ¿Acaso el 

incumplimiento de una decisión judicial no amerita una sanción?... (sic)». Para 

la impugnante el juzgado se subrogó en funciones reservadas al liquidador, 

ya que solo a este último corresponde determinar los bienes que harán parte 

de los inventarios, sus avalúos y la posterior distribución (pdf.51).   

 

El juzgado despachó negativamente la reposición propuesta, concretamente, 

porque «para la fecha que se interpuso la solicitud de liquidación debió 

hacerse el respectivo inventario de los bienes que había y no que deba 

hacerse un inventario, ni mucho menos una liquidación de los bienes 

existentes durante los nueve años que lleva el proceso. En este caso, por 

diversos motivos el inventario no pudo llevarse a cabo y por ende la liquidación 

no ha llegado a su fin, sin embargo, no existe la posibilidad material de 

ejecutarla, teniendo en cuenta que los locales de la Plaza Minorista fueron 

entregados, no siendo posible inventariar los bienes perecederos o los bienes 

materiales que se encontraban allí. Corolario de lo anterior, no es procedente 

continuar con el trámite del proceso, pues no hay forma de efectuar el 

inventario de ningún bien. De otro lado, respecto al levantamiento de las 

medidas cautelares, se tiene que los locales 233, 234, 235, 236, 237 y 238 ya 

no están en cabeza del demandado, por lo que mal haría el juzgado en 

mantener una medida en el tiempo, aun cuando el proceso se encuentra 

terminado» (pdf.54). Por ende, concedió la apelación interpuesta en subsidio, 

y para resolver la misma se 

 

CONSIDERA,  

Este auto resulta susceptible del recurso de apelación conforme lo establece 

el artículo 321 numeral 7 del CGP, por tratarse de una providencia que puso 

fin a este proceso.  

 

Ahora bien, a efectos de establecer si la culminación de este asunto por 

sustracción de materia es ajustada al ordenamiento jurídico, conviene precisar 

que, no obstante las formas nominadas de terminación anormal del proceso 

sean aquellas regladas en el Título Único de la Sección Quinta del CGP, 

referidas a la transacción (art.312-313); desistimiento (art. 314-316); y 

desistimiento tácito (art. 317), la jurisprudencia ha considerado que bajo 
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excepcionales circunstancias es posible que el proceso termine por sustracción 

de materia. Sobre el particular el Consejo de Estado1 explicó: 

 
«Como regla general se entiende por sustracción de materia la 
desaparición de supuestos, hechos o normas que sustentan una 
acción, lo cual ocasiona que el juez no pueda pronunciarse porque 
se ha extinguido la causa que originó acudir a la jurisdicción. Como 
sucedería si una persona interpone una acción de tutela contra una entidad 
por no haber dado respuesta a un derecho de petición, y durante el curso de 
la acción ésta lo responde, al juez no le es posible pronunciarse ya que la 
causa que originó la acción desapareció, es decir, ha operado la sustracción 
de materia. Al respecto esta Corporación a través de la Sentencia de 17 de 
noviembre de 2006, proferida por la Sección Cuarta de la Sala de lo 
Contencioso Administrativo, CP: Héctor Romero Díaz, dijo: “(…) frente a los 
actos particulares demandados, la Sala ha sostenido que es posible que 
se presente la sustracción de materia por no existir pretensiones 
que atender, motivo que conduciría a dictar fallo inhibitorio, dado 
que carece de objeto cualquier pronunciamiento de fondo. Lo 
anterior, habida cuenta de que la sustracción de materia, admitida como 
causal para inhibirse, en este caso aparece por cuanto la relación sustancial 
o material que originó la litis ha variado de sentido al punto de ubicarse en el 
restablecimiento deprecado en el libelo.”(…)» (resalta el Tribunal) 

 

 

Conforme el apartado trasunto, declarar la cesación del proceso por 

sustracción de materia equivale a una decisión inhibitoria, providencia que 

adquiere dicha connotación cuando «por diversas causas, el juez pone fin a 

una etapa del proceso, pero en realidad se abstiene de penetrar en la materia 

del asunto que se le plantea, dejando de adoptar resolución de mérito, esto 

es, "resolviendo" apenas formalmente, de lo cual resulta que el problema que 

ante él ha sido llevado queda en el mismo estado inicial2». Empero como una 

decisión de tal laya no satisface el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva 

(art. 2 del CGP), pues omite la posibilidad de que las partes obtengan un 

pronunciamiento de fondo, afincado en la valoración racional y motivada de 

las pruebas, es inexcusable que el juzgador haya acudido previamente a las 

prerrogativas que la ley le confiere para evitar decisiones de esa clase, porque 

de no hacerlo  «(…) incurre en yerro de iure si existiendo motivos serios para 

que acuda a las facultades conferidas por los artículos 179 y 180 del estatuto 

procesal no lo hace, lo que ocurre, por ejemplo, cuando se requieren para 

«impedir el proferimiento de fallos inhibitorios y para evitar nulidades (…)».3  

 

                                                 
1 Cfr. Sala de lo Contencioso Administrativo Sección Segunda Subsección B, veintisiete (27) de 
febrero de dos mil trece (2013) Rad: 11001-03-25-000-2010-00088-00(0798-10) 
2 Cfr. Corte Constitucional Sentencia C 666 de 1996. 
3 Cfr. Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil SC. 8456 de 2019, reiterada en SC 5676 de 
2018. 
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En armonía con los anteriores planteamientos, es menester acotar, mutatis 

mutandis, lo reiterado por la Corte en SC5676 de 2018: 

 

«(…) le compete al funcionario emplear los poderes a él conferidos por la ley 
para evitar fallos inhibitorios, nulidades, así como prevenir y reprender el 
fraude procesal. 
 
Esta Sala, en sentencia SC7824-2016, a propósito de la sistemática del Código 
de Procedimiento Civil en la materia, expuso: 
 
«Es deber del juez en estos tiempos actuales y frente a la visión publicista del 
proceso, velar por la efectividad de la tutela de los derechos planteados en el 
litigio, a fin de cumplir con la verdadera razón y objetivo final de la 
jurisdicción, cual es el cumplimiento del valor constitucional de justicia.  
 
Para el adecuado ejercicio de esa función, nuestro ordenamiento procesal le 
entrega al director del caso, entre otras, dos herramientas esenciales, como 
son la iniciativa probatoria de oficio, respetando siempre las prerrogativas que 
asisten a cada sujeto procesal, sin desconocer las reglas de aportación, y el 
control en las actuaciones de las partes bajo el principio de buena fe procesal. 
 
Por definido se tiene entonces, que el acceso a la administración de justicia, 
como derecho fundamental que es, no debe mirarse solo desde la perspectiva 
de poder acudir ante los agentes judiciales para dejar en sus manos la 
resolución del conflicto pertinente; esa es, sin duda, una de las dos caras de 
tan significativa garantía. La otra perspectiva que destella de tal situación 
concierne con la verdadera y efectiva claridad reclamada, es decir, la 
obtención de una decisión ajustada a la realidad procesal, antes  que a una 
verdad formal; se busca en esa doble orientación, la plena satisfacción del 
derecho controvertido. Lo dicho hasta aquí, implica, sin duda, que el 
funcionario competente ponga al servicio de esa causa litigiosa todas sus 
facultades y poderes de dirección e instrucción (art. 37 y ss C. de P.C.), con 
miras a dirimir, en definitiva, a qué puede aspirar el justiciable. No se trata, 
entonces, de un mero formalismo; de acceder a la judicatura por el prurito 
de ser escuchado. A ese propósito debe sumarse el volcamiento irrestricto del 
funcionario, con todas las potestades atribuidas por la ley, para lograr 
reconocer o negar la prestación reclamada». 
 
En este orden, el juez como director del debate ha sido provisto de diversas 
atribuciones, dentro de ellas, las estatuidas en los artículos 2º, 4º y 37 del 
Estatuto de Procedimiento Civil, para lograr la efectividad del derecho 
sustancial y el debido proceso, fundado en la garantía de que el asunto 
sometido a su consideración, en la medida de lo posible, sea resuelto de 
fondo». 

 

En definitiva, aun cuando las decisiones inhibitorias no estén totalmente 

proscritas en el ordenamiento jurídico, lo cierto es que su emisión injustificada 

trasgrede caros principios constitucionales y procesales que dimanan del 

debido proceso, puesto que constituyen «una denegación de justicia que 

desconoce la razón de ser de la administración de justicia, dado que en un 

ejercicio de hermenéutica jurídica, los jueces deben buscar distintas 

alternativas para evitar emitir una providencia con dicho resolutivo. En otras 
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palabras, una inhibición debe ser la última opción por la cual debe 

decantarse la autoridad judicial, pues de lo contrario, su actuación 

constituye un excesivo apego al procedimiento, perdiendo de vista 

que la función judicial propugna por:“(i) impartir justicia, (ii) buscar 

que las sentencias se basen en una verdad judicial que se acerque lo 

más posible a la verdad real, y (iii) evitar pronunciamientos 

inhibitorios que dificulten la eficacia de las actuaciones de la 

Administración de Justicia y de los derechos materiales.”»4 

 

Las consideraciones traídas a colación, vistas de cara al asunto que se ofrece 

en apelación, permiten concluir que el juzgado se desvió de la función legal y 

constitucional que le fue encomendada, porque de forma injustificada, 

obviando los poderes y deberes que le competen, decidió poner fin a este 

proceso liquidatorio apoyándose equívocamente en los meros dichos de la 

parte demandada. Obsérvese lo que expuso el juez: 

 

 «Expone en [sic] demandado que los locales 233, 234, 235, 236, 237 

y 238, ubicados en el sector 3 de la Plaza Minorista de Medellín, fueron 

entregados y a la fecha no están siendo explotados por dicho 

demandado. Teniendo en cuenta que el inventario de bienes debía 

versar sobre los activos que se encontraban en los locales, se evidencia 

una imposibilidad de continuar con el trámite del proceso liquidatorio 

por la desaparición de los supuestos que sustentaban la acción, máxime 

cuando los bienes a inventariar eran los perecederos que allí se 

comerciaban. En ese orden de ideas, se dispondrá la terminación del 

presente trámite liquidatorio por sustracción de materia» 

 

Bajo ese contexto, sin rebozo se advierte el despropósito de lo aducido por el 

juez, pues al tiempo que desatendió lo actuado al interior del proceso omitió 

auscultar, y al margen de la liquidadora actuante, la veracidad de lo indicado 

por la parte demandada. Véase que en este proceso no se ha presentado el 

inventario de bienes, labor que compete a la liquidadora y para lo cual fue 

reconvenida mediante auto del 25 de octubre de 2022 (pdf. 44). Además, este 

Tribunal en autos del 26 de noviembre de 2018 y 27 de enero de 2020 delimitó 

la forma en que debe realizarse dicho inventario, precisando: 

                                                 
4 Cfr. Corte Constitucional, sentencia T-031 de 2018. 
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«En consecuencia, se hace necesario, que se presente el inventario 

siguiendo las directrices dadas en auto proferido por este Tribunal el 26 

de noviembre de 2018, que ahora se reiteran, teniendo en cuenta que 

la actividad económica consistente en la adquisición de bienes 

perecederos (verduras, legumbres y frutas) a título oneroso con destino 

a enajenarlos de igual forma, y la enajenación de los mismos (art.20-1 

C.Co.) se realiza en los 5 locales o puntos de venta a que se ha hecho 

referencia –y que ostenta el demandado a título de comodato 1 de ellos 

y a título de concesión de uso normal los demás- conformándose un 

establecimiento de comercio, que es precisamente un bien mercantil 

que debe ser inventariado, siguiendo los lineamientos del artículo 516 

del C.Co. téngase en cuenta que, según el objetante (página 2 del 

escrito de objeción, a continuación del folio 59 de este cuadernillo), el 

liquidador, en un primer “inventario” presentado el 28 de febrero de 

2015, entre otras, expresó: “Denuncio además como propiedad de la 

sociedad mercantil de hecho el establecimiento de comercio 

denominado LEGUMBRERÍA LOS DIABLOS VERDES…» 

 

Así entonces, echándose de menos un pronunciamiento de la liquidadora con 

relación al inventario aludido, deviene inconcebible que una supuesta 

manifestación del demandado, por demás carente de sustento probatorio, 

impida la continuidad del proceso, máxime cuando la relación de los activos y 

pasivos de la sociedad comercial de hecho, obviamente en la medida de su 

existencia, corresponde presentarla a la mencionada auxiliar de la justicia (art. 

530-1 del CGP). En tal sentido, se revocará la decisión impugnada, por ser 

arbitraria, injustificada y alejada de las disposiciones que rigen procesos de 

este linaje. En su lugar se ordenará la continuidad de esta causa procesal, 

para cuyo impulso y ulterior decisión de fondo el juzgador está compelido a 

emplear los deberes-poderes que en materia de pruebas de oficio y dirección 

del proceso le otorga la Codificación Procesal (arts. 42 y 170 del CGP). 

 

Colofón de lo expuesto y sin necesidad de ahondar en más consideraciones la 

suscrita magistrada 

 

RESUELVE 
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REVOCAR el auto de procedencia y fecha indicadas. 

 
 
NOTIFÍQUESE 
 
 
 
PIEDAD CECILIA VÉLEZ GAVIRIA 
MAGISTRADA 
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